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Federación Médica Colombiana
Miembro de la Asociación Médica Mundial

Bogotá …….. de ……………… de ……….. 

Doctor
XXXXXXXXXX
XXXXXXXXXX

BOGOTA D.C.

Ref: XXXXXXXXXXXXXXX
Yo, _____________________________, mayor de edad, identificado como aparece al pie de mi firma, en mi condición de Presidente de la Federación Médica Colombiana y en uso del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia y amparado en el deber por parte de los funcionarios públicos para resolver efectiva y oportunamente los derechos de petición impetrados ante la administración pública; con base en lo dispuesto en el Título II, Capítulo I, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, modificado por la Ley 1755 de 2015; en las sentencias de la H. Corte Constitucional T-566 de 2002, T-487 de 2011; y en las demás disposiciones pertinentes. Solicito respetuosamente, a usted, lo siguiente: 
I - HECHOS

1. XXXXXXXXX
2. XXXXXXXXX

3. XXXXXXXXX

Por estos hechos, elevo ante su despacho, las siguientes peticiones:
II - PETICIONES
1. XXXXXXXXX
2. XXXXXXXXX

3. XXXXXXXXX
III - MOTIVACIÓN DE LA SOLICITUD

El presente derecho de petición es impetrado a usted en su calidad de funcionario público y está orientado a conocer información pública relacionada con asuntos determinantes para la defensa de los recursos destinados a la salud de la población colombiana.

IV- RESPECTO DEL DERECHO DE PETICION COMO ACCION JURIDICA

La Constitución Política Colombiana consagra el Derecho de Petición en el artículo 23, a cuyo tenor establece:
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
Sin embargo, la consagración de este derecho viene desde hace más de 180 años, cuando apareció por primera vez en la Constitución de Cúcuta en 1821 y luego fue consagrada por la Constitución de 1886 en su artículo 45
. 
Es así como, el derecho de petición, consagrado en la Constitución Política (artículo 23), actualmente se encuentra regulado en el Título II, Capítulo I, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el cual fue modificado por la Ley 1755 de 2015, donde se plasma el pensamiento jurídico actual que respalda este derecho.  
Adviértase, que este derecho fundamental también encuentra amparo en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en sentencias como: T-012/92; T-464/92; T-473/92; T-279/93; T-317/93; T-375/93; T-514/93; T-117/94; T-575/94; T-299/95; T-641/99;; C-339/96
 T-301/98; T-1006/01; C-818/11; C-951/14; C-487/17; T-357/18; T-077/18; por mencionar algunas.
En ese sentido, la Corte Constitucional (Sentencia T-301 de 1998), ha entendido que el derecho de petición "es una garantía constitucional que le permite a los ciudadanos formular solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener consecuentemente una respuesta pronta, oportuna y completa sobre el particular, la cual debe necesariamente ser llevada al conocimiento del solicitante, para que se garantice eficazmente este derecho. Desde este punto de vista, el derecho de petición involucra no solo la posibilidad de acudir ante la administración, sino que supone, además, un resultado de ésta, que se manifiesta en la obtención de una pronta resolución. Sin este último elemento, el derecho de petición no se realiza, pues es esencial al mismo". 
A partir de lo anterior, dicha corporación ha enfatizado en que el derecho de petición “tiene un carácter instrumental en tanto a través de éste se busca garantizar la efectividad de otros derechos constitucionales, como los de información, participación política y económica, libertad de expresión, salud y seguridad social” (Corte Constitucional, Sentencia, T-357/18). 

Asimismo, y con base en el desarrollo jurisprudencial, la Corte Constitucional (Sentencias, C-818 de 2011; C-951 de 2014), ha determinado los elementos que integran el núcleo esencial del derecho de petición
, siendo éstos: 

1. “Una resolución pronta y oportuna de la cuestión que se solicita. 
2. Una respuesta de fondo  
3. Su notificación”. 
A pesar de lo anterior, se ha considerado de forma equivocada que la falta de respuesta a un derecho de petición (una vez transcurrido el termino establecido por el artículo 14 del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo), configura una negativa al pedimento, desconociendo la finalidad de este derecho. Esta directriz, que desafortunadamente ha constituido el modus operandi de las oficinas jurídicas de los distintos entes gubernamentales, ha permitido que éstas se excusen en el gran cúmulo de solicitudes y en la ausencia de elementos de soporte (archivos, bases de datos) para dejar de responder las solicitudes de los ciudadanos. 
Con base en esto, encontramos que algunos jueces de tutela consideran que no se vulnera el derecho de petición cuando se estructura el silencio negativo por cuanto existen otros medios de defensa judicial. Por fortuna, la Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha establecido que el silencio administrativo no puede entenderse como un pronunciamiento de la administración, pues no define ni material ni sustancialmente la solicitud del peticionante; toda vez que la respuesta tardía o la falta de ésta, desconoce el núcleo esencial del derecho de petición, es decir, la respuesta pronta y oportuna.

Cuando se hace referencia a una pronta resolución, se está exigiendo un pronunciamiento de fondo que satisfaga la necesidad del peticionante, sin que ello quiera decir que la respuesta debe ser afirmativa. Lo que se busca es que el ciudadano común entienda las razones o conozca los motivos que llevaron a la administración a tomar determinada decisión, y que éste pueda acceder a la información que reposa en las bases de datos de las distintas entidades, siempre y cuando -se aclara- el organismo requerido sea el competente para hacerlo.

Así, en el sentir de la Corte Constitucional, “el derecho de petición no tendría sentido si se entendiera que la autoridad ante quien se presenta una solicitud respetuosa cumple su obligación notificando o comunicando una respuesta apenas formal en la que no se resuelva sobre el asunto planteado; pues el derecho de petición lleva implícito un concepto de decisión material, real y verdadero, no apenas aparente. Por ello, se ha dicho que se viola este precepto, cuando a pesar de la oportunidad de la respuesta, ésta alude a temas diferentes a los planteados o evade la determinación que el funcionario debía adoptar” (Corte Constitucional, Sentencia T- 575 de 1994).
En consecuencia, la reciente jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-487 de 2017), ha reiterado las reglas que rigen el ejercicio del derecho de petición
, siendo estas:  
1. “El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa.

2. Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política.

3. La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario.

4. La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta necesariamente en una respuesta escrita.

5. El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a los particulares.

6. Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la contestación.

7. La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición.

8. La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la exonera del deber de responder.
9. La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la respuesta al interesado”.

Por su parte, la Directiva Presidencial No. 04 de 2009 expresa algunos puntos específicos respecto del derecho de petición. 
1. Para determinar los días de plazo que se tienen para responder un derecho de petición, se tienen en cuenta únicamente los días hábiles, no los días calendario.
2. La respuesta que se dé en ocasión a un derecho de petición debe dar una solución efectiva, debe conducir a la solución, o por lo menos al esclarecimiento de lo solicitado en el derecho de petición.
3. La respuesta a un derecho de petición debe ser puntual, precisa, pertinente; no se debe dar una respuesta evasiva o vaga.
Por otro lado, habría que decir también, que el derecho de petición, por excelencia, es una figura que opera frente a las entidades de derecho público, y de forma excepcional, frente a los particulares
, cuando se configure uno de estos tres eventos:  
1. “La prestación de un servicio público o el desempeño funciones públicas.  Al respecto, se destacan las entidades financieras, bancarias o cooperativas, en tanto que se trata de personas jurídicas que desempeñan actividades que son consideradas servicio público. De la misma manera, se incluyen las universidades de carácter privado, las cuales prestan el servicio público de educación. También se destacan las actividades de los curadores urbanos, quienes son particulares encargados de la verificación del cumplimiento de la normatividad urbanística o de edificación. En estos eventos, el derecho de petición opera como si se tratase de una autoridad y, por consiguiente, al ser similar la situación y la calidad del particular a una autoridad pública, está en la obligación de brindar respuesta a las peticiones presentadas, siguiendo lo estipulado en el artículo 23 de la Constitución Política.

2. El ejercicio del derecho de petición como medio para proteger un derecho fundamental. 
3. En aquellos asuntos en los cuales exista una relación especial de poder entre el peticionario y la organización privada. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 dispuso que el citado derecho se podía ejercer ante personas naturales cuando frente a ellas el solicitante se encontrara en: (i) situaciones de indefensión o subordinación o, (ii) la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente al peticionario” (Corte Constitucional, Sentencia, T-077 de 2018).
Al margen de lo anterior, cabe resaltar también que la acción de tutela procede para exigir el cumplimiento o respuesta de un derecho de petición, cuando como consecuencia de su no atención, se viola un derecho fundamental del peticionario. 

Artículos Ley 1755 de 2015

V- ¿POR QUÉ NO CONTESTAR EL DERECHO DE PETICIÓN?

Según lo establecido en el artículo 24 de la ley 1755 de 2015, que modifica el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, la única posibilidad para no contestar un derecho de petición se da cuando existe información o documentos que tengan carácter reservado; así: 
“Solo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial:

1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales.

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas.

3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la historia clínica.

4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito público y tesorería que realice la Nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la Nación. Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis (6) meses contados a partir de la realización de la respectiva operación.

5. Los datos referentes a la información financiera y comercial, en los términos de la Ley Estatutaria 1266 de 2008.

6. Los protegidos por el secreto comercial o industrial, así como los planes estratégicos de las empresas públicas de servicios públicos.

7. Los amparados por el secreto profesional.

8. Los datos genéticos humanos.

PAR.- Para efecto de la solicitud de información de carácter reservado, enunciada en los numerales 3º, 5º, 6º y 7º, solo podrá ser solicitada por el titular de la información, por sus apoderados o por personas autorizadas con facultad expresa para acceder a esa información”.
En vista de lo expuesto, no existe ninguna excusa para no contestar el derecho de petición que ante usted se presenta.
VI- NOTIFICACIONES

Espero atento la respuesta al presente derecho de petición, en la Carrera 7 No. 82-66. Oficinas 218 y 219, teléfono 8050073 de Bogotá DC (Federación Médica Colombiana) y en la dirección electrónica observamed.fmc@gmail.com
Cordialmente,
XXXXXXXXX
C.C. N° XXXXXXXX de Bogotá

RM XXXXXXX de Bogotá

TP XXXXXXX HCSJud

Presidente 
Federación Médica Colombiana 

�Si se quiere hacer un recuento histórico del DP, considero que no es necesario copiar los artículos de estas Constituciones, bastaría sólo con nombrarlos.


�Frente a este punto, revisé toda la jurisprudencia que estaba citada anteriormente y dejé sólo las sentencias que me parecieron relevantes. Además de lo anterior, añadí las sentencias más recientes y que bajo mi criterio, constituyen las más importantes frente al DP.


�Importante resaltar lo que la jurisprudencia más reciente entiende sobre el DP con relación a la efectividad de los derechos que éste busca garantizar.


�Ya que se está haciendo un recuento jurisprudencial del DP, me parece importante resaltar lo que la Corte Constitucional ha determinado como el núcleo esencial de este derecho.


�Igual que en el comentario anterior, ya que se está haciendo un recuento de la importancia del DP, es importante citar las reglas jurisprudenciales más recientes frente al tema.


�Importante señalar los casos en los cuales, según la Jurisprudencia, el DP opera frente a particulares.


�Considero que no es relevante copiar los artículos de la ley 1755 que regula el DP, dado que ya se ha hecho mención a la citada ley.
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